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La política de recortes impuesta por el Gobierno desde mayo de 2010, con una 
más que importante reducción de inversiones, con la rebaja o desaparición de 
algunas políticas sociales, con la reforma laboral, con los recortes salariales a 
los empleados públicos, con la congelación para 2011 de las pensiones y con el 
intento de una reforma muy dura de las mismas ha tenido su reflejo en la política 
de personal de las administraciones públicas.

EL GOBIERNO planteó en la Ley de Presupuestos Generales del Estado que en el ámbito de todas 
las administraciones solamente se pudieran cubrir en 2011 un 10% de las plazas que se hubieran 
dejado de ocupar por jubilaciones, excedencias, etc., en 2010. Es lo que se conoce como la tasa de 
reposición de efectivos.

Se trata de un porcentaje ridículo en un sistema educativo en expansión, con más alumnos cada día 
tanto por la incorporación de niños y niñas pequeños como por el retorno al sistema educativo de un 
porcentaje sustancial de jóvenes que lo abandonaron prematuramente para incorporarse al mundo 
laboral, y tras perder su puesto de trabajo.

Además, todos los datos indican que en 2011 se producirá un número anormalmente alto de jubila-
ciones en el colectivo docente, ya que es el último año previsto para las jubilaciones LOE, un sistema 
que facilita e incentiva las jubilaciones del profesorado.  

Aunque la tasa de reposición del 10% se modificó hasta el 30%, el resultado ha sido prácticamente 
el mismo. Algunas comunidades autónomas se plantearon no convocar oposiciones este año ante 
el número tan raquítico de plazas que podrían ofertar. Otras encontraron la excusa perfecta para no 
convocarlas. Y algunas otras, las que tenían voluntad de convocar, se encontraron con un problema. 

Cuando se publicaron los Presupuestos del Estado para 2011 los sindicatos no dimos la batalla por 
perdida. Conseguimos que el Ministerio de Educación se manifestara públicamente pidiendo que hu-
biera oposiciones en todas las comunidades autónomas y que  algunas de éstas se pronunciaran en 
contra de la tasa de reposición. Al final el resultado fue que  se ampliara el número de comunidades 
que finalmente convocarán oposiciones docentes.

En CCOO planteamos que las restricciones de la Ley de Presupuestos constituían un ataque muy 
duro a la enseñanza pública. 



Si no hay entrada de nuevos funcionarios se reducirá el número de grupos, aumentando el número 
de alumnos en ellos; se reducirá la oferta educativa, especialmente en algunos sectores (Formación 
Profesional, Idiomas y Enseñanzas Artísticas); disminuirán los programas de refuerzo y diversifica-
ción, con lo que saldrían afectados los más necesitados; se privatizarán algunas enseñanzas; se 
aumentará la carga de trabajo del profesorado, o en el mejor de los casos, se contratará personal 
interino en vez de personal fijo, lo que aumentará la inestabilidad del sistema educativo.

Ninguna de estas opciones es buena. Todas ellas van en la línea contraria para alcanzar los objetivos 
educativos marcados por el Gobierno y la Unión Europea de reducir el fracaso y el abandono escolar 
prematuro y el convertir a Europa en la sociedad del conocimiento. Si todos los sindicatos represen-
tativos del profesorado nos pusimos de acuerdo y exigimos a todas las administraciones educativas 
amplias ofertas de empleo público fue porque, al margen de las notables diferentes concepciones e 
ideologías que tenemos, entendimos que era una agresión a la enseñanza pública. Y porque la mejor 
opción, tanto para garantizar el futuro del sistema educativo público, como para el mantenimiento del 
empleo, en estos malos tiempos, y en los futuros, es el ser funcionario.

Sin embargo, cuando ya estaban publicadas y cerradas la mayoría de las convocatorias nos ente-
ramos de que el Ministerio de Economía, sin el conocimiento ni del Ministerio de Educación ni del 
de Política  Territorial y Administraciones Públicas, estaba recurriéndolas con el argumento de que 
superaban la tasa de reposición establecida en los presupuestos generales del Estado.

Otra vez nos movilizamos los sindicatos, intentando convencer especialmente a las administraciones 
y los partidos para que se mantuvieran las ofertas ya convocadas o anunciadas. Además, el asunto 
ponía en evidencia la descoordinación entre los ministerios. Los de Educación y de Administraciones 
Públicas habían dado por buenos los criterios utilizados por las comunidades autónomas para esta-
blecer el número de plazas convocadas, mientras que el de Economía los recurría. No entendemos 
la falta de seriedad ante un tema tan delicado como éste. ¿Pensó en algún momento el Ministerio de 
Economía el conflicto que podía organizarse si dentro de dos años los tribunales les dieran la razón 
y hubiera que anular miles de nombramientos de funcionarios?

Además políticamente era un desastre. ¿Cómo un Gobierno puede despreciar el esfuerzo de miles 
de opositores (y sus familias) que llevan meses y, en algunos casos, años preparándose para pre-
sentarse a las oposiciones? A la hora de escribir estas líneas parece que la cordura ha reinado y el 
Gobierno está llegando a “acuerdos” con las comunidades autónomas para deshacer el lío en el que 
solito se ha metido, y se van a mantener en todos sus términos las convocatorias anunciadas.

¿Pensó en algún momento el Ministerio de Economía el conflicto que 
podía organizarse si dentro de dos años hubiera que anular miles de 
nombramientos de funcionarios?


